
Santiago, a ocho de abril de dos mil veintid s.ó

Al folio 110: A lo principal, a sus antecedentes; al primer y segundo 

otros , t ngase presente.í é

VISTOS:

En  estos  autos  Rol  120.133-J,  denominado  Episodio  Comando“  

Conjunto Antisubversivo , el Ministro en Visita Extraordinaria se or Miguel” ñ  

V squez Plaza, con fecha siete de octubre de dos mil diecinueve, pronunciá ó 

sentencia definitiva -rolante desde fojas 17.489 a 18.097 del Tomo XLVIII-, 

en la que tuvo por acreditada la existencia de los delitos de secuestro simple 

(recalificado)  y homicidio  calificado en las  personas de  Juan  Orellana  

Catal ná  e Ignacio  Orlando  Gonz lez  Espinozaá  y de los delitos de 

secuestro calificado en las personas de Luis Emilio Gerardo Maturana  

Gonz lezá ,  Luis  Desider io  Moraga  Cruz  y  Ricardo  Manuel  

Weibel  Navarrete . Todos, hechos acecidos entre noviembre de 1975 y 

junio  de  1976  en  adelante.  Y  en  la  cual  respecto  de  la  participaci nó  

dictamin :ó

I.- ABSOLVER a Eduardo Enrique  Cartagena Maldonado, Alex Dami ná  

Carrasco Olivos, Jos  Osiris Vera Reyes, Juan Luis Huaiquimilla Co uep né ñ á  

y a V ctor Iv n í á Z igaúñ  Z iga de los cargos como coautores de los delitosúñ  

de  secuestro  calificado  de  Luis  Emilio  Gerardo  Maturana  Gonz lez  y,á  

homicidio calificado y secuestro de Juan Ren  Orellana Catal n, recalificadoé á  

como secuestro simple.  

II.-  ABSOLVER  a  Viviana  Lucinda  Ugarte  Sandoval,  Ernesto  Arturo 

Lobos G lvez, Andr s Pablo Potin Lailhacar, Emilio Mahias del R o, Juaná é í  

Luis Fernando L pez L pez, Robinson Alfonso Suazo Jaque, Pedro Ernestoó ó  

Caama o Medina, Pedro Juan Zambrano Uribe, Jos  Evaristo Rojas Alruiz,ñ é  

Francisco Segundo Illanes Miranda y a Jos  Hernando Alvaradoé  Alvarado 

Y
R

V
X

Y
W

Y
H

V
B



de los cargos formulados por el querellante particular como coautores del 

delito de homicidio calificado de Juan Ren  Orellana Catal n. é á

III.-  ABSOLVER  a  Alejandro  Jorge  Forero  lvarez  de  los  cargosÁ  

formulados  por  el  querellante  particular  como  coautores  del  delito  de 

homicidio calificado de Juan Ren  Orellana Catal n.é á

IV.- CONDENAR a Juan Francisco Saavedra Loyola y a Manuel Agust ní  

Mu oz Gamboa a:ñ

1) A la pena de 18 a os de presidio mayor en su grado m ximo, comoñ á  

coautores de los delitos de homicidio calificado en la persona de Ignacio 

Orlando Gonz lez Espinoza, perpetrado en el verano de 1976 y de Juaná  

Ren  Orellana Catal n, perpetrado en el mes de junio de 1976. é á

2) A la  pena de  13  a os  de  presidio  mayor  en  su  grado medio  comoñ  

coautores  de  secuestro  calificado  de  Luis  Desiderio  Moraga  Cruz, 

ocurrido a partir del 20 de octubre de 1975; de Ricardo Manuel Weibel 

Navarrete,  ocurrido a  partir  del  7  de  noviembre  de  1975 y de  Luis 

Emilio Gerardo Maturana Gonz lez, ocurrido a partir del 8 de junio deá  

1976.

3) A  la  pena  de  3  a os  de  presidio  menor  en  su  grado  medio  comoñ  

coautores de los delitos de secuestro simple de Ignacio Orlando Gonz lezá  

Espinoza, cometido el 4 de diciembre de 1975 y de Juan Ren  Orellanaé  

Catal n el 8 de junio de 1976.á

V.- CONDENAR a Daniel Luis Enrique Guimpert Corval n:á

1) A la pena de 18 a os de presidio mayor en su grado m ximo comoñ á  

coautor  homicidio  calificado  de  Ignacio  Orlando  Gonz lez  Espinoza,á  

perpetrado  en  el  verano  de  1976  y  de  Juan  Ren  Orellana  Catal n,é á  

perpetrado en junio de 1976.

2)  A la pena de 12 a os  de presidio mayor en su grado medido comoñ  

coautor  de  los  delitos  de  secuestro  calificado  de  Luis  Desiderio  Moraga 

Y
R

V
X

Y
W

Y
H

V
B



Cruz, ocurrido a partir del 20 de octubre de 1975 y de Luis Emilio Gerardo 

Maturana Gonz lez, perpetrado a partir del 8 de junio de 1976.á

3) A la pena de 3 a os de presidio menor en su grado medio como coautorñ  

de los delitos de secuestro simple de Ignacio Orlando Gonz lez Espinoza,á  

cometido el 4 de diciembre de 1974 y de Juan Ren  Orellana Catal n,é á  

ocurrido el 8 de junio de 1976.

VI.- CONDENAR a Antonio Benedicto Quiros Reyes:

1) A la  pena de  13  a os  de  presidio  mayor  en  su  grado medio  comoñ  

coautor del delito de homicidio calificado en la persona de Juan René 

Orellana Catal n, perpetrado en junio de 1976.á

2) A la  pena de  6 a os  de  presidio  mayor  en  su grado m nimo comoñ í  

coautor del delito de secuestro calificado en la persona de Luis Emilio 

Gerardo Maturana Gonz lez, perpetrado a partir del 8 de junio de 1976.á

3) A la pena de 540 d as de presidio menor en su grado m nimo comoí í  

coautor  del  delito  de  secuestro  simple  en  la  persona de  Luis  Emilio 

Gerardo Maturana Gonz lez, perpetrado a partir del 8 de junio de 1976.á

VII.- CONDENAR a Ra l Horacio Gonz lez Fern ndez:ú á á

1) A la pena de 10 a os y 1 d a de presidio mayor en su grado medio,ñ í  

como coautor del delito de homicidio calificado en la persona de Juan 

Ren  Orellana Catal n perpetrado en junio de 1976.é á

2) A la pena de 10 a os y 1 d a de presidio mayor en su grado medio,ñ í  

como coautor del delito de secuestro calificado en las personas de Luis 

Desiderio Moraga Cruz, ocurrido a partir del 20 de octubre de 1975 y 

de Luis Emilio Gerardo Maturana Gonz lez, ocurrido a partir del 8 deá  

junio de 1976.

3) A la pena de 400 d as de presidio menor en su grado m nimo comoí í  

coautor  del  delito  de  secuestro  simple  en  la  persona  de  Juan  René 

Orellana Catal n perpetrado el 8 de junio de 1976.á
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VIII.- CONDENAR a Roberto Alfonso Flores Cisterna y a Carlos Hern ná  

Rodrigo Villarreal:

1) A la pena de 10 a os y  d a de presidio mayor en su grado medio comoñ í  

coautores  del  delito  de  homicidio  calificado  de  Juan  Ren  Orellanaé  

Catal n en junio de 1976.á

2) A la pena de 5 a os y 1 d a de presidio mayor en su grado m nimoñ í í  

como coautores del delito de secuestro calificado de Luis Emilio Gerardo 

Maturana Gonz lez, acaecido a partir del 8 de junio de 1976.á

3) A la pena de 400 d as de presidio menor en su grado m nimo comoí í  

coautores del delito de secuestro en la persona de Juan Ren  Orellanaé  

Catal n el 8 de junio de 1976.á

IX.- CONDENAR a Alejandro Segundo S ez Mardones:á

1) A la pena de 10 a os y 1 d a de presidio mayor en su grado medioñ í  

como coautor del delito de homicidio calificado en la persona de Juan 

Ren  Orellana Catal n.é á

2) A la pena de 10 a os y 1 d a de presidio mayor en su grado medioñ í  

como coautor del delito de secuestro calificado en la persona de Luis 

Emilio Gerardo Maturana Gonz lez, acaecido a partir del 8 de junio deá  

1976.

3) A la pena de 400 d as de presidio menor en su grado m nimo comoí í  

coautores del delito de secuestro en la persona de Juan Ren  Orellanaé  

Catal n el 8 de junio de 1976.á

X.- CONDENAR a Jorge An bal Osses Novoa, Sergio Antonio D az L pezí í ó  

y a lvaro Julio Federico Corbal n Castilla:Á á

1)  A la  pena  de  12  a os  de  presidio  mayor  en  su  grado  medio  comoñ  

coautores del delito de homicidio calificado de Ignacio Orlando Gonz lezá  

Espinoza perpetrado en el verano de 1976. 
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2) A la pena de 10 a os y 1 d a de presidio mayor en su grado medio comoñ í  

coautores  de  los  delitos  de  secuestro  calificado  en  las  personas  de  Luis 

Desiderio Moraga Cruz y de Ricardo Manuel Weibel Navarrete.

3) A la pena de 400 d as de presidio menor en su grado m nimo comoí í  

coautores  del  delito  de  secuestro  en  la  persona  de  Ignacio  Orlando 

Gonz lez Espinoza el 4 de diciembre de 1975.á

XI.- CONDENAR a Lenin Figueroa S nchez:á

1) A la pena de 5 a os y 1 d a de presidio mayor en grado m nimo, comoñ í í  

c mplice del delito de homicidio calificado en la persona de Juan Renó é 

Orellana Catal n en junio de 1976.á

2) A la pena de 5 a os y 1 d a de presidio mayor en grado m nimo comoñ í í  

coautor del delito de secuestro calificado en la persona de Luis Emilio 

Gerardo Maturana Gonz lez.á

3) A la pena de 400 d as como coautor del delito de secuestro en la personaí  

de  Juan Ren  Orellana Catal n el 8 de junio de 1976.é á

XII.-  CONDENAR  a  Miguel  Arturo  Estay  Reyno,  Sergio  Daniel 

Valenzuela Morales y a Juan Atilio Aravena Hurtuvia:

1) A la pena de 5 a os de presidio menor en su grado m ximo, comoñ á  

encubridores del delito de homicidio calificado de Juan Ren  Orellanaé  

Catal n.á

2) A la pena de 5 a os y 1 d a de presidio mayor en su grado m nimo,ñ í í  

como coautores del delito de secuestro calificado de Luis Emilio Gerardo 

Maturana Gonz lez.á

3) A la pena de 400 d as de presidio menor en su grado m nimo comoí í  

coautores del delito de secuestro en la persona de Juan Ren  Orellanaé  

Catal n.á

XIII.- CONDENAR a Ernesto Arturo Lobos G lvez:á
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1) A la pena de 5 a os y 1 d a de presidido mayor en su grado m nimoñ í í  

como c mplice de los delitos de secuestro de Ricardo Weibel Navarrete yó  

Luis Emilio Gerardo Maturana Gonz lez.á

2) A la pena de 60 d as de prisi n en su grado m ximo como c mplice delí ó á ó  

delito de secuestro simple de Juan Ren  Orellana Catal n. é á

XIV.- CONDENAR a Alejandro Jorge Forero lvarez:Á

1) A la pena de 5 a os y 1 d a de presidio mayor en su grado m nimoñ í í  

como c mplice de los delitos de secuestro calificado en las personas deó  

Luis Desiderio Moraga Cruz y de Ricardo Manuel Weibel Navarrete.

2) A la pena de 60 de prisi n en su grado m ximo como c mplice deló á ó  

delito de secuestro simple de Ignacio Orlando Gonz lez Espinoza. á

XV.-  CONDENAR a Viviana  Lucinda  Ugarte  Sandoval,  Andr s  Pabloé  

Potin Lailhacar, Emilio Mahias del R o, Juan Luis Fernando L pez L pez,í ó ó  

Jos  Evaristo Rojas Alruiz y a Francisco Segundo Illanes Miranda:é

1) A la pena de 5 a os y 1 d a de presidio mayor en su grado m nimo,ñ í í  

como coautores del delito de secuestro calificado en la persona de Luis 

Emilio Gerardo Maturana Gonz lez.á

2) A la pena de 400 d as de presidio menor en su grado m nimo comoí í  

coautores  del  delito  de secuestro simple en la persona de Juan René 

Orellana Catal n.á

XVI.- CONDENAR a Roberto Francisco Ser n C rdenas a la pena de 5ó á  

a os y 1 d a de presidio mayor en su grado m nimo como coautor del delitoñ í í  

de secuestro calificado en la persona de Luis Desiderio Moraga Cruz.

XVII.- CONDENAR a Otto Silvio Trujillo Miranda a la pena de 10 a os yñ  

1 d a de presidio mayor en su grado medio como coautor del delito deí  

secuestro calificado de Ricardo Manuel Weibel Navarrete y como c mpliceó  

del delito de secuestro calificado de Luis Desiderio Moraga Cruz.
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XVIII.-  CONDENAR a Robinson  Alfonso  Suazo  Jaque,  Pedro  Ernesto 

Caama o  Medina,  Pedro  Juan  Zambrano  Uribe  y  a  Jos  Hernandoñ é  

Alvarado Alvarado:

1) A la  pena de 4 a os  de presidio  menor en su grado m ximo comoñ á  

c mplices del delito de secuestro calificado en perjuicio de Luis Emilioó  

Gerardo Maturana Gonz lez.á

2) A la pena de 60 de prisi n en su grado m ximo como c mplice deló á ó  

delito de secuestro simple de Juan Ren  Orellana Catal n.é á

A  los  acusados  que  vienen  condenados  se  les  sum  las  accesoriasó  

respectivas y las costas. Y no se les otorg  ning n beneficio penitenciarioó ú  

atendida la extensi n de la pena.ó

En cuanto a la acci n civil, se acogi  la demanda de indemnizaci n deó ó ó  

perjuicios por da o moral a los familiares de las v ctimas. Concedi ndose añ í é  

do a Marta Gemita Bascu n C ceres la suma de $150.000.000.- (cientoñ ñá á  

cincuenta millones  de pesos); a don Patricio Orlando Gonz lez Espinozaá  

$80.000.000 (ochenta  millones  de pesos);  a  do a  Nora  Espinoza G mezñ ó  

$150.000.000.- (ciento cincuenta millones de pesos); a don Ricardo Manuel 

Weibel  Avenda o  $150.000.000.-  (ciento  cincuenta  millones  de  pesos);  añ  

do a Catalina del Carmen Avenda o Leal $150.000.000.- (ciento cincuentañ ñ  

millones de pesos); a do a Eglantina Moreno Guti rrez, a don Juan El asñ é í  

Orellana  Moreno  y  a  do a  Susana  valentina  Orellana  Morenoñ  

$150.000.000.- (ciento cincuenta millones de pesos) para cada uno; a do añ  

Beatriz  Morales  Palma  y  a  do a  Ximena  Beatriz  Moraga  Moralesñ  

$150.000.000.- (ciento cincuenta millones de pesos) para cada una; a do añ  

Josefina Carolina Gajardo Silva y a don Ricardo Alexis Maturana Gajardo 

$150.000.000.- (ciento cincuenta millones de pesos) para cada uno; y a do añ  

Juana Elvira Maturana Gonz lez, $80.000.000 (ochenta millones de pesos).á  

Todo  con  reajustes  del  ndice  de  Precios  al  Consumidor  entre  el  mesÍ  
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anterior a la fecha de dictaci n del fallo y el mes anterior a su pago, m só á  

intereses corrientes para operaciones reajustables durante el mismo periodo, 

con costas.

Contra dicho fallo, se present  un recurso de casaci n en la forma yó ó  

apelaci n  por  la  defensa  de  Viviana  Ugarte  Sandoval  en  fojas  18.321;ó  

apelaciones de 26 de los condenados; apelaci n del querellante particular enó  

fojas 18.384; y apelaci n del Fisco de Chile por las condenas civiles, que enó  

subsidio pidi  rebaja de los montos y modificaci n de la fecha de c mputoó ó ó  

para el c lculo de reajustes e intereses, eximi ndola del pago de costas.á é

A fojas 18.465, inform  el Fiscal Judicial  se or Jorge Norambuenaó ñ  

Carrillo.

A fojas 18.514 se trajo los autos en relaci n y en consulta. ó

A fojas 18.687 se orden  tener presente en la vista de la causa losó  

fallecimientos de los condenados Z iga Z iga, Quiros Reyes, Estay Reynoúñ úñ  

y Cartagena Maldonado.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que en el Considerando Octavo del fallo en alzada, se 

establecieron los siguientes hechos:

a). Que existi  una agrupaci n de hecho que oper  clandestinamente entre“ ó ó ó  

los  a os  1975  y  1976,  conformado  principalmente  por  agentes  queñ  

pertenecieron a la Direcci n de Inteligencia de la Fuerza A rea, adem s deó é á  

Carabineros (de) Chile, Marina y Ej rcito, con la colaboraci n de civiles,é ó  

cuyo  objetivo  principal  fue  la  represi n  a  la  Juventud  del  Partidoó  

Comunista, para lo cual preced an a la detenci n de varios de ellos.í ó

b).  Que,  la  referida  agrupaci n,  utiliz  para  las  detenciones  y  torturas:ó ó  

hangar de Cerrillos; Nido 20, recinto secreto de detenci n y tortura ubicadoó  

en  calle  Santa  Teresa  N 037,  paradero  20 de Gran  Avenida;  Nido 18,°  

recinto secreto ubicado en calle Per  N 9053, La Florida, Santiago, que fueú °  
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empleado exclusivamente para la tortura; La Prevenci n o Remo Cero, queó  

eran calabozos ubicados al interior del Regimiento de Artiller a Antia reaí é  

en Colina, todo esto durante el a o 1975; La Firma, a principios del a oñ ñ  

1976, dicho grupo traslada sus operaciones a la parte posterior del inmueble  

a cargo de Carabineros  de Chile,  ubicado en calle  Dieciocho,  frente  al  

N 229, que perteneci  al ex diario Clar n, denomin ndosele La Firma. ° ó í á

c).  Que,  el  actuar  operativo  de  la  agrupaci n,  respecto  de  las  personasó  

privadas ileg timamente de su libertad, manteni ndolos en recintos secretos,í é  

era obtener informaci n de stos bajo tortura psicol gica y f sica, lograndoó é ó í  

la colaboraci n de alguno de ellos, hasta el punto en que algunos fueronó  

asimilados  como  agentes  operativos  del  grupo,  lo  que  proporcion  unaó  

mayor efectividad en la detenci n de militantes comunistas en cadena, a losó  

cuales se les hizo desaparecer, ocurriendo que de algunos de ellos, en el  

curso de los a os, se encontr  parte de sus restos.ñ ó

d). Que el d a 07 de noviembre de 1975, aproximadamente a las 22.00í  

horas,  fue detenido en su domicilio del R o Maule N 1893, comuna deí °  

Recoleta, Ricardo Manuel  Weibel  Navarrete , por sujetos que vest aní  

de civil; manteni ndosele privado de libertad en el recinto denominado Laé  

Prevenci n o Remo Cero, ubicado al interior del Regimiento Antia reo enó é  

Colina, ltimo lugar en que se le vio con vida y, con posterioridad, fueronú  

encontradas sus osamentas en los terrenos del Fuerte Arteaga, Peldehue.

e). El d a 08 de junio de 1976, en el sector de Estaci n Central,  í ó Juan  

Ren  Orellana  Catal né á  se reuni  con Luis Emilio Gerardo Maturanaó  

Gonz lez, ambos militantes de la Juventud Comunista en la clandestinidadá  

debido a la persecuci n pol tica de que eran objeto, con el prop sito deó í ó  

recibir dinero del  partido de manos de Maturana Gonz lez, este ltimoá ú  

encargado de distribuirlo; momento en que es detenido por agentes de la  

agrupaci n  referida en la  letra  a),  manteni ndose recluido en el  recintoó é  

Y
R

V
X

Y
W

Y
H

V
B



denominado La Firma, y posteriormente fue ejecutado en la Cuesta Barriga,  

donde se encontr  restos de su persona consistentes en piezas dentarias yó  

pr tesis removible.ó

f).  Que,  el  d a 20 de  octubre  de  1975,  en  horas  de  la  madrigada  fueí  

detenido  en  su  domicilio  de  pasaje  Tokio  N 5862,  ° Luis  Desiderio  

Moraga  Cruz , por sujetos que vest an de civil; manteni ndosele recluidoí é  

en el  Regimiento de Artiller a Antia rea en Colina,  en cuyo interior  seí é  

encontraba el  recinto denominado La Prevenci n o Remo Cero,  dondeó  

prest  la declaraci n que obra a foja 5532, siendo ste el ltimo lugar enó ó é ú  

que se le vio con vida.

g). Que, el d a 04 de diciembre de 1975, en horas de la madrugada, fueí  

detenido en su domicilio de calle Soberan a N 1220, Santiago,  í ° Ignacio  

Orlando  Gonz lez  Espinozaá ,  por  sujetos  que  vest an  de  civil;í  

manteni ndosele  privado  de  libertad  en  el  recinto  denominado  Laé  

Prevenci n o Remo Cero, ubicado al interior del Regimiento de Artiller aó í  

Antia rea  en  Colina,  ltimo  lugar  en  que  se  le  vio  con  vida  y,  coné ú  

posterioridad, fue ejecutado en los terrenos del Fuerte Arteaga, Peldehue,  

donde fueron encontradas sus osamentas.

h). El d a 08 de junio de 1976, en el sector de Estaci n Central,  í ó Luis  

Emilio  Gerardo  Maturana  Gonz lezá  se  reuni  con  Juan  Renó é 

Orellana  Catal n,  ambos  militantes  de  la  Juventud  Comunista  en  laá  

clandestinidad debido a la persecuci n pol tica de que eran objeto, con eló í  

prop sito de entregarle dinero del partido a Orellana Catal n para s  y paraó á í  

que a su vez lo entregara a otros militantes del partido ya que Maturana  

Gonz lez estaba encargado de distribuirlo; momento en que es detenido porá  

agentes operativos de la agrupaci n rese ada en la letra a), manteni ndoseleó ñ é  

recluido en el  recinto denominado La Firma,  desde donde se pierde su  

rastro.
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SEGUNDO: Que tales antecedentes f cticos, respecto de los delitosá  

de  privaci n  de  libertad,  fueron  calificados  por  el  sentenciador  en  losó  

Motivos Noveno y D cimo del siguiente modo:é

i) Secuestro calificado, previsto y sancionado en el inciso 3  del art culo° í  

141 del C digo Penal, cometido en las personas de Ricardo Manueló  

Weibel  Navarrete,  Luis  Desiderio  Moraga  Cruz  y  Luis  Emilio 

Gerardo Maturana Gonz lez.á

ii) Secuestro simple, previsto y sancionado en el inciso 1  del art culo° í  

141  del  C digo  Penal,  cometido  en  las  personas  de  Juan  Renó é 

Orellana Catal n e Ignacio Orlando Gonz lez Espinoza.á á

TERCERO: Que lo anterior,  por cuanto se deja asentado en el 

Considerando Duod cimo que  é ...de las probanzas agregadas al proceso,“  

que consisten en documentos, testimonios de prisioneros que sobrevivieron a  

la  detenci n,  informes  policiales,  atestados  de  ex  agentes  del  Comandoó  

Conjunto,  entre  otros,  se  ha  logrado  establecer  que  Ricardo  Manuel  

Weibel,  Luis  Desiderio  Moraga  Cruz  y  Luis  Emilio  Gerardo  Maturana  

Gonz lez  cumpl an funciones  en el  Partido  Comunista,  que operaba ená í  

clandestinidad,  en  calidad  de  militantes  y  con  cargos  dentro  de  su  

estructura, y fueron privados de libertad sin orden judicial o de autoridad  

alguna, comenzando sus detenciones el 20 de octubre de 1975 en cuanto a  

Moraga Cruz y el 8 de junio de 1976 en el caso de Maturana Gonz lez, siná  

que hasta la fecha se tenga antecedentes de sus destinos, esto es, durante un  

plazo superior a noventa d as, mediante el encierro, en un lugar, en esaí  

poca desconocido y secreto para el com n de la poblaci n, que por loé ú ó  

dem s  no  estaba  destinado  normal,  ni  institucionalmente  para  tenerá  

personas encerradas, detenidas y retenidas contra su voluntad, priv ndoselesá  

de su libertad ambulatoria, en situaciones deplorables, y siendo sometidas a  

diversos  tipos  de  apremios  ileg timos,  configur ndose de  esa  manera  losí á  
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presupuestos que exige la norma del art culo 141 incisos 1  y 3  del C digoí ° ° ó  

Penal de la poca.é ”

 Agregando respecto de la  v ctima Weibel  Navarrete  que  í ...  fue“  

privada de libertad desde el 7 de noviembre de 1975, seg n consta en elú  

proceso, en hallazgo de osamentas en el Fuerte Arteaga, hecho ocurrido el  

12 de diciembre de 1995, se encontr  e identific  el cad ver de Ricardoó ó á  

Manuel Weibel Navarrete, de acuerdo a lo especificado en informes de fojas  

3350,  3416,  3418 y 3422 relativos  al  Protocolo  N 3982-95 del  Servicio°  

M dico  Legal,  e  informe  de  foja  9405  que  corrobora  la  identificaci n,é ó  

estim ndose como causa de muerte heridas de bala craneana, tor cica y deá á  

extremidad  superior  derecha,  traumatismo  regi n  dorsal  derecha,  tipoó  

homicida; y se procedi  a la inscripci n de su defunci n dando como fechaó ó ó  

de muerte el d a que fue detenido... .  í ” Seg n razona el sentenciador elloú  

podr a hacer pensar que no se configura el tipo penal del art culo 141“ í í  

inciso tercero a su respecto, al haberse encontrado e identificado sus restos  

seos, con lo que cesar a el secuestro, pero lo cierto es que de las evidenciasó í  

que contiene el proceso se ha determinado que la v ctima fue ejecutada ení  

el verano de 1976 y antes que comenzara a funcionar el recinto de calle  

Dieciocho llamado La Firma, por lo que estuvo privado de libertad por m sá  

de noventa d as .í ”  

A su vez, en el Considerando D cimo tercero, se se ala respecto deé ñ  

las  privaciones  de  libertad  de  Juan  Ren  Orellana  Catal n  e  Ignacioé á  

Orlando Gonz lez Espinoza, que se ha configurado el delito de secuestroá  

simple del art culo 141 inciso 1  del C digo penal, en su redacci n vigenteí ° ó ó  

a la poca de comisi n del hecho punible, atento que las v ctimas estuvieroné ó í  

privadas de libertad y encerradas ileg timamente sin orden alguna duranteí  

un plazo inferior a noventa d as; y porque la exigencia de grave da o  noí “ ñ ”  

puede asimilarse a aquella que pone fin a la vida.  

Y
R

V
X

Y
W

Y
H

V
B



Se desestima por lo tanto por el se or Ministro la acusaci n del querellanteñ ó  

particular en relaci n con el secuestro calificado de Juan Ren  Orellanaó é  

Catal n e Ignacio Orlando Gonz lez Espinoza. á á

CUARTO: Que  asimismo,  pero  en  los  Considerandos  D cimoé  

s ptimo, p rrafo tercero en adelante y Considerando D cimo sexto se alaé á é ñ  

respecto de Juan Ren  Orellana Catal n que  é á ...se ha establecido en la“  

investigaci n que, con posterioridad a su detenci n, fue llevado a Cuestaó ó  

Barriga,  lugar  en  que  fue  ejecutado  y  sus  restos  fueron  inhumados  

ilegalmente. Luego, y como con secuencia de las declaraciones prestadas  

por  Andr s  Valenzuela  Morales  en  1984  sobre  el  funcionamiento  delé  

denominado  Comando  Conjunto  Antisubversivo,  se  procedi  a  laó  

exhumaci n de los cad veres que hab an sido enterrados en ese lugar, conó á í  

el fin de destruir las evidencias de los il citos cometidos. Posteriormente, ení  

el marco de la investigaci n seguida por el se or Ministro don Carlos Cerdaó ñ  

Fern ndez en calidad de Ministro en Visita Extraordinaria en el Rol N 2-á °

77  del  ex  Tercer  Juzgado  del  Crimen  de  Santiago,  se  realizaron  

excavaciones en el sitio Vp3G-1, Quebrada La Mina (Cuesta Barriga) en el  

mes de marzo de 1986, cuyos resultados fueron plasmados en informes de  

fojas 436 y 452 y que dan cuenta del hallazgo de restos seos, proyectiles yó  

restos de vestimentas. En 1993, con las evidencias halladas se procedi  a laó  

pericia de piezas dentales, de una pr tesis encontrada y al reconocimientoó  

de  los  familiares  de  la  v ctima de vestimentas,  identific ndose  los  restosí á  

como pertenecientes a Juan Ren  Orellana Catal n.é á

Indic ndose  en el  Considerando D cimo sexto que  á é ...Debido a  que el“  

certificado de defunci n de la v ctima que consta en foja 9425 plasma laó í  

fecha de fallecimiento el 11 de marzo de 1986, que es concordante con el  

momento en que fueron hallados sus restos pero no con la fecha en que se  

le dio muerte y no se entrega una causa de muerte, de acuerdo a los relatos  
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y  evidencias  agregadas  al  proceso,  queda  determinado  que  este  hecho  

ocurri  en el mes de junio de 1976 y, para efectos del registro de defunci n,ó ó  

se fija su muerte el 20 de junio de 1976 y, como causa de muerte, de las  

probanzas allegadas al proceso se ha concluido que la v ctima falleci  deí ó  

heridas a bala de tipo homicida .   ”  

Por ltimo, en cuanto a Ignacio Gonz lez Espinoza determina en esteú á  

mismo Considerando D cimo sexto  é ...que, despu s de su detenci n por“ é ó  

agentes  del  denominado  Comando  Conjunto  Antisubversivo,  durante  el  

verano de 1976 y antes que esa organizaci n se trasladara al recinto deó  

detenci n clandestino La Firma, la v ctima fue transportada desde Remoó í  

Cero junto a otros prisioneros al fuerte Militar Justo Arteaga, en Peldehue,  

lugar en que fue ejecutada y su cad ver fue inhumado ilegalmente. El 12 deá  

diciembre de 1995 fueron halladas sus osamentas en el Fuerte Militar Justo  

Arteaga, por lo que se realizaron diversas diligencias tendientes al resguardo  

del sitio del suceso, el levantamiento del cad ver y evidencias del hecho, yá  

pericias realizadas por la Polic a de Investigaciones de Chile y el Servicioí  

M dico Legal, que se tradujeron en diversos informes agregados al proceso,é  

identific ndose  la  osamenta  correspondiente  al  Protocolo  N 3984-95  delá °  

Servicio M dico Legal como de Ignacio Orlando Gonz lez Espinoza, seg né á ú  

dan cuenta los informes de fojas 3358, 3361, 3368, 3372, 3375 y 3409 de  

esa instituci n, identificaci n que fue corroborada por el informe de fojaó ó  

9405  del  Departamento  de  Medicina  Criminal stica  de  la  Polic a  deí í  

Investigaciones,  determinando como causa de la  muerte  heridas  de bala  

craneanas y tor cicas, de tipo homicida...   á ”

QUINTO: Que estos ltimos hechos, adem s de configurar el delitoú á  

de  secuestro  simple  del  art culo  141  del  C digo  Penal  mientrasí ó  

permanecieron privados de libertad, son apreciados en la sentencia como 

constitutivos de la hip tesis penal que contempla el art culo 391 N 1 deló í °  
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C digo Penal, esto es, los delitos de homicidio calificado en las personas deó  

Juan Ren  Orellana Catal n e Ignacio Orlando Gonz lez Espinoza. é á á

Se  determinaron  como  circunstancias  calificantes,  primeramente  la 

alevos aí  en su acepci n de obrar sobre seguro  ya que ó “ ” ...para la comisi n“ ó  

del  il cito  en  el  caso  de  Orellana  Catal n,  fue  subido  a  un  veh culoí á í  

custodiado  por  agentes  del  Comando  Conjunto,  luego  de  haberle  

suministrado una droga que disminuy  sus capacidades motoras, llevado aó  

la Cuesta barriga y fue asesinado a trav s de disparos percutidos por variosé  

agentes...” y,  en cuanto a Gonz lez  Espinoza,  á ... ste  fue subido a una“ é  

camioneta  amarrado,  tambi n  custodiado  por  agentes  del  Comandoé  

Conjunto,  llevado  a  terrenos  militares  de  Peldehue  donde  hab a  otrosí  

agentes y se le dio muerte mediante armas de fuego disparadas por varios  

agentes. Todo ello asegur  la ejecuci n del delito como tambi n impidi  laó ó é ó  

reacci n  de las  v ctimas,  que  estaba n malas  condiciones  f sicas  por  lasó í í  

torturas  las que fueron sometidos durante su cautiverio, las autoridades no  

reconoc an  sus  detenciones  y,  adem s,  estuvieron  en  todo  momentoí á  

rodeadas de agentes armados...”

Seguidamente se consider  la hip tesis de  ó ó premeditaci nó , pues  ...la“  

muerte fue producto de una planificaci n previa de quitarles la vida, lo queó  

se  refleja  m s  claramente  en  el  hecho  de  que  en  ambos  casos,  coná  

antelaci n  a darles  muerte  se  determin  el  lugar  donde se ejecutar a  eló ó í  

hecho, y se realizaron actos previos tendientes a no dejar rastro del il citoí  

cometido,  como  la  excavaci n  de  las  fosas  donde  fueron  inhumadasó  

ilegalmente, lo que asimismo, ten an el objeto de asegurar la impunidad deí  

los hechores.” 

SEXTO: Que  tambi n  resulta  necesario  indicar  que,  en  elé  

Considerando  Vig simo,  el  sentenciador  aduce  que  los  referido  delitosé  

deben ser calificados como de lesa humanidad, al tenor de lo dispuesto en el 
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art culo sexto del estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nurembergí  

que  en  su  letra  c)  considera  como  cr menes  contra  la  humanidadí  el“  

asesinato,  la  exterminaci n,  esclavizaci n,  deportaci n  y  otros  actosó ó ó  

inhumanos cometidos contra poblaci n civil antes de la guerra o durante laó  

misma;  la  persecuci n  por  motivos  pol ticos,  raciales  o  religiosos  enó í  

ejecuci n de aquellos cr menes que sean de competencia el tribual o enó í  

relaci n con los mismos, constituyan o no una vulneraci n de la legislaci nó ó ó  

interna del pa s donde se perpetraron .í ”  

Indicando el fallo que ...En este caso, se trata del secuestro simple,“  

secuestro calificado y homicidio calificado de personas cuyas motivaciones  

fueron de orden pol tico, por la sola circunstancia de pertenecer al Partidoí  

Comunista  o  a  las  Juventudes  Comunistas,  respecto  del  cual  se  hab aí  

decidido reprimirlo dr sticamente, por el Comando Conjunto que contabaá  

con una estructura, en forma espec fica, para la persecuci n, ubicaci n yí ó ó  

detenci n de los miembros del citado conglomerado pol tico y, en su caso,ó í  

hacerlos desaparecer, pues eran tratados como enemigos de pa s.í ”

Y a adiendo que ñ ...se acredit  suficientemente que actuaron agentes“ ó  

del  estado,  con el  objetivo preciso  de detener  a las  v ctimas,  sin  ordení  

previa y exclusivamente por motivos pol ticos, ejecut ndose los hechos coní á  

ocasi n de una pol tica de represi n y desaparici n de personas por susó í ó ó  

pensamientos,  neg ndose  la  autoridad  estatal  a  proporcionar  algunaá  

informaci n  sobre  la  detenci n  y  el  destino  de  aquellas,  lo  que  resultaó ó  

atentatorio contra la persona humana .”    

S PTIMO:É  Que  en  su  informe  el  Fiscal  Judicial,  se or  Jorgeñ  

Norambuena Carrillo,  expresa  que el  asentamiento  de  los  hechos  en  el 

Considerando 7  concuerda con los antecedentes probatorios agregados a la°  

investigaci n,  pero  que  resulta  necesario  agregar  en  este  aspecto,  deó  
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conformidad con el art culo 514 del C digo de Procedimiento Penal,  losí ó  

fundamentos vertidos en los considerandos 10 , 11 , 12  y 125 .° ° ° °

En cuanto a la calificaci n jur dica de los hechos, en tanto, no comparte lasó í  

distinciones que realiza el fallo, estimando de contrario que se configuran en 

la causa 5 delitos de secuestro calificado, previsto y sancionado en el art culoí  

141 inciso 1  en relaci n con el inciso 3  del C digo Penal, en su redacci n° ó ° ó ó  

vigente a la poca de los hechos. Y 3 delitos de homicidio calificado porqueé  

existe tambi n certeza de la muerte de Ricardo Manuel Weibel Navarrete,é  

cometidos con las calificantes primera y quinta, agregando que por tratarse 

esta  ltima  de  una  figura  de  hip tesis  m ltiple,  se  satisface  con  laú ó ú  

concurrencia  de  cualquiera  de  ellas,  sin  que  pueda  entenderse  que  la 

circunstancia  sobrante,  constituya  una  agravante  del  art culo  12,í  

oponi ndose a ello el principio é non bis in idem del art culo 63; sin perjuicioí  

de que pueda ser considerada para la regulaci n de la pena en concretoó  

seg n el art culo 69. Todos, del C digo Penal. ú í ó

Adem s, dentro de la calificaci n jur dica, estima que cada uno de losá ó í  

delitos de secuestro deben ser calificados como cr menes de í lesa humanidad 

por haber sido cometidos por agentes del estado, cumpli ndose los requisitosé  

del Estatuto de Roma. Por este motivo comparte la decisi n de rechazo deó  

la prescripci n de la acci n penal.ó ó

OCTAVO: Que  para  que  se  configuren  los  delitos  de  lesa 

humanidad es exigencia que sean resultado de la  actividad il cita  de uní  

grupo o sector de poder, habitualmente de alg n segmento o la totalidad delú  

aparato estatal, dirigido a la merma o eliminaci n de los integrantes de todoó  

o parte de un sector o grupo que aqu l considera contrario a intereses queé  

declara superiores. En ellos al injusto com n de los delitos ordinarios, seú  

a ade la negaci n de la personalidad moral del ser humano, representadañ ó  

en la agresi n a una o m s personas, de tal manera que, a partir de laó á  
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configuraci n de un delito de orden com n, a ste se agrega un desvaloró ú é  

a adido consistente en el menosprecio a la dignidad humana de quien esñ  

reducido a la  categor a de enemigo y destinado a  la  neutralizaci n.  Ení ó  

definitiva, constituyen un ultraje al referido valor de la dignidad humana y, 

en cuanto tal,  representan una violaci n grave y manifiesta del Derechoó  

Internacional de los Derechos Humanos. 

El reconocimiento de esta clase de cr menes encuentran su origen ení  

los pre mbulos de los Convenios de la Haya sobre las Leyes y Costumbresá  

de  la  Guerra  Terrestre  de  1899  y  1907,  a  partir  de  los  cuales  se  fue 

desarrollando  su  conceptualizaci n,  consagr ndose  en  el  Estatuto  deló á  

Tribunal Militar Internacional de N remberg, convenido en el Acuerdo deü  

Londres por los pa ses vencedores de la Segunda Guerra Mundial el 8 deí  

agosto  de  1945,  consagr ndose  all  como  cr menes  de  guerra  yá í í  

posteriormente,  en  los  Convenios  de  Ginebra  de  1949,  es  decir,  con 

anterioridad a los hechos investigados en estos autos. 

As , destaca el IV Convenio de Ginebra -derecho vigente en Chile alí  

momento de perpetrarse  el  hecho establecido  en la  sentencia de primer 

grado- y que,  por lo tanto, forma parte del  sistema normativo del  pa s.í  

Tambi n,  la  Convenci n  Americana  sobre  Derechos  Humanos  y  laé ó  

Resoluci n 3.074 (XXVIII) de las Naciones Unidas de 3 de diciembre deó  

1973,  contienen expresamente  la  obligaci n  para el  Estado de Chile  deó  

investigar y juzgar aquellos actos que constituyan cr menes de guerra y deí  

lesa humanidad, indic ndose como Principios de cooperaci n internacionalá “ ó  

para el descubrimiento, el arresto, la extradici n y el castigo de los culpablesó  

de  cr menes  de  guerra  y  cr menes  contra  la  humanidad ,  se al ndoseí í ” ñ á  

que Los  cr menes  de  guerra  y  los  cr menes  contra  la  humanidad,“ í í  

dondequiera y cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido, ser ná  

objeto de una investigaci n y las personasó  contra las que existan pruebas de 
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culpabilidad  en la  comisi n  de tales  cr menes  ser n  buscadas,  detenidas,ó í á  

enjuiciadas y, en caso de ser declaradas culpables, castigadas , por lo que”  

adem s improcedente la prescripci n frente a tales delitos, siendo irrelevanteá ó  

el transcurso del tiempo para la extinci n de la acci n penal o la pena, seaó ó  

total o parcialmente. 

NOVENO:  Que concuerda esta Corte entonces con la apreciaci nó  

del sentenciador y del Fiscal Judicial, por las razones que expresa el fallo y 

lo  anteriormente  expuesto,  en  que los  hechos,  tenidos  por  ciertos  en la 

sentencia  en  alzada,  son  punibles  en  virtud  de  la  predominancia  del 

Derecho  Internacional  de  los  Derechos  Humanos  por  sobre  las 

prescripciones de Derecho interno o nacional.  Este reconocimiento es de 

vital importancia porque les otorga a los cr menes de  í lesa humanidad la 

relevancia que ameritan, desde que su perpetraci n afecta a la humanidadó  

toda, a los bienes jur dicos concernientes a la paz, seguridad y bienestarí  

internacional, que el Derecho Penal Internacional busca amparar. 

En  la  especie,  seg n  la  prueba  rendida  y  las  constataciones  yú  

razonamientos del a quo plasmados en los motivos 10 , 11 , 12 , 20  y 125° ° ° ° ° 

del fallo en alzada, se est  frente a un ataque, que se pormenoriza en unaá  

sucesi n  de  actos,  como  fue  la  identificaci n  de  los  miembros  de  lasó ó  

Juventudes  Comunistas  -sindicados  como  enemigos  de  la  patria-  la 

formaci n  de  equipos  a  cargo  de  allanamientos  de  sus  domicilios,ó  

detenciones de los investigados e interrogatorios bajo tortura llegando a la 

muerte y desaparici n.  Có onductas no reprochadas ni perseguidas por las 

autoridades  estatales,  sino  apreciadas  como  parte  de  una  pol tica  deí  

seguridad implementada por miembros de las fuerzas armadas y civiles, lo 

que genera responsabilidades de todo orden.

Por  lo  mismo  se  dir  desde  ya  que  resulta  improcedente  aplicar  laá  

prescripci n de la acci n penal, la prescripci n gradual y la amnist a, comoó ó ó í  
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motivos  de  extinci n  de  la  responsabilidad  penal  que  justifiquen  laó  

absoluci n o minoraci n por el derecho interno. ó ó

D CIMO:É  Que  por  lo  tanto,  esta  Corte  hace  suyo  el  an lisisá  

efectuado  por  el  Ministro  en  Visita  Extraordinaria  y  propias  sus 

conclusiones,  lo  que  servir  de  base  para  el  an lisis  de  los  recursosá á  

respectivos. 

En particular, con respecto a la recalificaci n que efect a el sentenciadoró ú  

por los secuestros de Juan Orellana Catal n e Ignacio Orlando Gonz lezá á  

Espinoza, es necesario tener en cuenta que el art culo 141 en su redacci n aí ó  

la poca de ocurridos los hechos indicaba: é El que sin derecho encerrare o“  

detuviere a otro priv ndole de su libertad, ser  castigado...á á ” Inciso 2  ° En“  

la misma pena incurrir  el que proporcionare lugar para la ejecuci n delá ó  

delito”. Y el inciso 3  ° Si el encierro o la detenci n se prolongare por m s“ ó á  

de noventa d as,  o si  de ellos,  resultare un da o grave en la persona oí ñ  

intereses del encerrado o detenido, la pena ser ...á ”

 De manera que -tal como precisa el sentenciador- atendido el hecho 

de  que  las  v ctimas  estuvieron  privadas  de  libertad  y  encerradasí  

ileg timamente sin orden alguna durante un plazo inferior a noventa d as yí í  

porque la exigencia de grave da o  no puede asimilarse  a aquella  que“ ñ ”  

pone fin a la vida, la figura debe encuadrarse en la hip tesis del secuestroó  

simple.

UND CIMO:É  Que en lo concerniente al hallazgo del cuerpo de 

Ricardo Manuel Wiebel Navarrete que el Fiscal Judicial hace notar,  ello 

efectivamente ha sido de ese modo. Sin embargo, atendido los l mites de laí  

competencia de esta Corte,  dados a su vez por los m rgenes que ofreceá  

tanto la acusaci n del  tribunal,  como la de los querellantes  particulares,ó  

quienes no contemplaron el delito de homicidio respecto de esta v ctima,í  

raz n por la cual tampoco apelaron, no resulta permisible apartarse ahoraó  
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de las calificaciones jur dicas que vienen dadas por impedirlo el principio deí  

congruencia, el que, si bien no se encuentra consignado expresamente en el 

procedimiento aplicable, emana del derecho esencial a defensa, no pudiendo 

reformarse el fallo en contra de los condenados.

I. -  EN CUANTO AL RECURSO DE CASACI N EN LAÓ  

FORMA 

DUOD CIMO:É  Que en lo principal de fojas 18.320, la defensa de 

Viviana Lucinda Ugarte Sandoval, deduce recurso de casaci n en la formaó  

contra la sentencia de autos, en la parte que le impone condenas como 

coautora del  delito de secuestro calificado en la persona de Luis Emilio 

Gerardo Maturana Gonz lez y como coautora del delito de secuestro simpleá  

en la persona de Juan Ren  Orellana Catal n.é á

Sostiene como nico vicio de nulidad el contemplado en el art culo 541 N 9ú í °  

del  C digo  de  Procedimiento  Penal  en  relaci n  con  el  numeral  4  deló ó °  

art culo  500  del  mismo  cuerpo  legal,  esto  es,  omisi n  de  requisitos  yí ó  

condiciones esenciales, ya que estima que la sentencia no discurre acerca de 

los elementos de descargo o exculpatorios que acreditan su inocencia. Lo 

cual  puede apreciarse  de los  Considerandos 39  y 40  en los  cuales  no° °  

ponder  la diligencia de careo de 17 de junio de 2008 con C sar Palmaó é  

Ram rez de fojas 11242 que dice que ella se desempe  como secretariaí ñó  

desde  octubre  a  diciembre  de  1976  y  realiz  muy  pocas  labores  deó  

vigilancia  y  despacho  de  correspondencia  pero  que  nunca  particip  enó  

labores  operativas  o  detenciones.  En  la  misma  direcci n,  tampoco  haó  

considerado la fecha en que ella  lleg  a La Firma,  con el  careo -de laó  

misma fecha anterior- con Mu oz Gamboa en donde dice que lo conociñ ó 

en 1976 por su amiga Patricia Castillo, que le ofrecieron trabajar FFAA 

donde fue secretaria, que llev  diligencias y labores vigilancia junto a otrosó  

funcionarios,  que la  hac an  pasar  como pareja  de  alguno,  pero  que noí  
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realiz  labores operativas en el recinto ni particip  en detenciones. Y agregaó ó  

que tampoco se valor  ni ponder  su inmadurez, edad e inexperiencia, queó ó  

aparece de la declaraci n de 20 de diciembre de 2013 de fojas 12.727 queó  

demuestra  que  la  esposa  de  Fuentes  Morrison  le  solucion  no tener  4ó º 

medio para su contrato en la FFAA; por lo que primero trabaj  en Laó  

Firma invitada por Mu oz Gamboa y C sar Palma y lleg  a trabajar a lañ é ó  

DIFA en 1977.  Por  ltimo a ade  que en  otras  sentencias  (6  casos)  delú ñ  

Comando Conjunto nunca se la ha condenado, incluso en delitos junio-julio 

1976, ni se valor  los documentos presentados como los de fojas 18.325.-ó

Solicita en definitiva que se invalide el fallo y se dicte una sentencia que la 

absuelva conforme a la ley y al m rito del proceso de todos los cargos poré  

no encontrarse acreditada su participaci n en el delito.ó

D CIMO  TERCERO:É  Que  el  art culo  541  del  C digo  deí ó  

Procedimiento Penal en lo pertinente establece: El recurso de casaci n en“ ó  

la forma s lo podr  fundarse en alguna de las causales siguientes: 9ó á ª No 

haber sido extendida en la forma dispuesta por la ley”. Y el art culo 500í  

relativo a la redacci n de las sentencias o indica en su numeral 4 :  ó ° Las 

consideraciones en cuya virtud se dan por probados o por no probados los  

hechos atribuidos a los procesados; o los que stos alegan en su descargo, yaé  

para negar su participaci n, ya para eximirse de responsabilidad, ya paraó  

atenuar sta;é ”.

D CIMO CUARTO:É  Que sobre el particular, la sentencia en su 

Motivaci n 39 , se hace cargo expresamente de la negativa de la encausadaó °  

de haber participado en la comisi n del il cito, atendido que ella no niegaó í  

su estad a en el recinto de tortura y detenci n ilegal denominado La Firma,í ó  

difiriendo solamente acerca de la poca en que ello tuvo ocurrencia y susé  

labores en ella.
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Es  as  como examina  las  probanzas  en  su  contra,  tales  como lasí  

declaraciones de Andr s Valenzuela Morales, Blanca Allende Rojas, Mar aé í  

Moreno  Garc a,  Luciano  Mallea  Correa,  Carlos  Paredes  Dur n,  Carlosí á  

Pascua Riquelme, Sonia Toro Bravo, Ram n Hormaz bal  Sazo, Alfredoó á  

Vargas Mu oz, Juan Flores Betancourt, Sergio Rodr guez C ceres, C sarñ í á é  

palma Riquelme, Ernesto Lobos G lvez, Alejandro S ez Mardones, Miguelá á  

Estay Reyno, pedro Caama o Medina, Pedro Zambrano Uribe, Franciscoñ  

Illanes  Miranda,  Otto  Trujillo  Miranda,  adem s  del   Informe  Policialá  

N 549, es decir, profusa prueba que la sit a en el lugar y poca de los° ú é  

hechos por los cuales se la condena. Cuesti n que por el contrario s  seó í  

apreci  en su favor para absolverla de los cargos por los delitos acaecidos enó  

tiempo anterior en perjuicio de Luis Emilio Gerardo Maturana Gonzalez y 

Juan Ren  Orellana Catal n y por los cuales tambi n se la hab a acusado.é á é í  

De  esta  manera,  concluye  en  el  Considerando  40  que  ° Personas  que“  

estuvieron detenidas en La Firma la reconocen como participante activa en  

el recinto, la recuerdan presente en los interrogatorios; partes policiales la  

sit an en operativos de detenci n de personas donde simulaba ser la parejaú ó  

de  alg n  agente,  le  gustaba  presenciar  torturas,  conversaba  con  losú  

detenidos y coqueteaba con algunos; ex agentes del Comando Conjunto la  

mencionan como part cipe en la poca de La Firma, en especial haciendoí é  

puntos, en operativos de detenci n y en interrogatoriosó ”.

D CIMO  QUINTO:É  Que  por  lo  tanto,  la  causal  de  nulidad 

formal en an lisis á no puede prosperar, por cuanto la sentencia recurrida no 

incurre en el vicio denunciado, ya que ella contiene los fundamentos de 

hecho y de derecho y las citas legales aplicables al caso concreto, conforme 

lo dispone el numeral 4  del art culo 500 cuya vulneraci n se denuncia, los° í ó  

que permitieron al sentenciador establecer la participaci n de la condenadaó  

Ugarte Sandoval en 2 delitos de secuestro. No obsta a lo anterior, que los 
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fundamentos expresados en la sentencia recurrida no sean compartidos por 

la  defensa  del  condenado,  al  considerar  que no se  ajustan  a  la  prueba 

reunida,  especialmente  a  la  prueba indiciaria,  y  que,  en  tal  sentido,  no 

coinciden con sus planteamientos, ya que resultan ser escenarios distintos, 

no compartir las razones o disentir de su correcci n y afirmar la ausencia deó  

ellas. Lo que la ley en definitiva sanciona con la nulidad del fallo, como 

puede apreciarse de la transcripci n del precepto, es la carencia o falta deó  

consideraciones, esto es, un defecto formal, y no lo acertadas o desacertadas 

que  eventualmente  stas  resulten,  que  pueden  constituir,  de  verificarse,é  

errores de naturaleza sustantiva. 

II. -  SOBRE LAS APELACIONES Y CONSULTA:

Se reproduce la sentencia en alzada, con excepci n de la Motivaci nó ó  

226  y en el Considerando 266  los p rrafos 3  y 4  que se eliminan. ° ° á ° °

Y se t iene adem s presente:á

i ) En  cuanto  a  las  apelaci n  de  la  encausada  Ugarteó  

Sandoval:

D CIMO SEXTO:É  Que conforme le permiten los art culos 510 yí  

536 bis del C digo de Procedimiento Penal, se deduce conjuntamente conó  

la  casaci n  en  la  forma,  por  esta  condenada,  el  recurso  de  apelaci nó ó  

fundamentado en que no estar a no acreditada su participaci n. Ya que ení ó  

su opini n, el  hecho base del  sentenciador de hallarse ella en el  recintoó  

denominado La Firma en junio de 1976,  aqu l  lo  construye sobre otroé  

hecho base de presunci n, lo que no es posible realizar; haciendo adem só á  

referencia a las mismas declaraciones mencionadas anteriormente para el 

recurso  de  casaci n  y  que  en  su  opini n  no  permiten  estableceró ó  

directamente, como era exigible al juez, su participaci n.ó

D CIMO S PTIMO:É É  Que, sin embargo, esta Corte comparte las 

conclusiones que ha efectuado el sentenciador y de las cuales se ha hecho 
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menci n a prop sito de la casaci n interpuesta que se dan por reproducidasó ó ó  

para  estos  efectos,  ratificando  la  conclusi n  del  considerando  40  queó °  

expresa:  ...en cuanto a los delitos de secuestro simple de Juan Orellana“  

catal n  y  secuestro  calificado  de  Luis  Maturana  Gonz lez,  está á á 

suficientemente establecido que Ugarte Sandoval particip  directamente enó  

sus  detenciones  y  en  los  interrogatorios  y  torturas  a  las  que  fueron  

sometidos cuando llegaron al recinto La Firma, por lo que su participaci nó  

en esos il citos se encuadra en la coautor a del art culo 15 N 1 del C digoí í í ° ó  

Penal.”

 D CIMO  OCTAVO:É  Que  para  el  evento  de  estimarla 

responsable,  el  recurrente  de  apelaci n  tambi n  estima  que  debeó é  

consider rsele  la  atenuante  de  media  prescripci n  y  cumplimiento  deá ó  

rdenes  militares  e  irreprochable  conducta anterior para  determinar  unaó  

menor  pena  y  beneficios  de  ley  18.216;  as  como  la  atenuante  muyí  

calificada  del  art culo  103  del  C digo  Penal,  media  prescripci n  oí ó ó  

prescripci n gradual por haber transcurrido m s de la mitad del tiempo deó á  

la prescripci n y cumplir requisitos exigidos por la ley. ó

Agrega  que  de  no  acogerse  la  prescripci n  de  la  acci n  penal,  dichaó ó  

negativa  no  es  incompatible  con  la  aplicaci n  de  la  atenuante  de  laó  

prescripci n gradual puesto que la media prescripci n tiene claramente unaó ó  

naturaleza jur dica distinta a la prescripci n. As , la dispuesta en el art culoí ó í í  

103 es una circunstancia que aten a la responsabilidad penal, la otra es unaú  

eximente de responsabilidad que busca dejar sin sanci n a aquellas personasó  

que han sido condenadas por delitos de esta clase.  Y el  hecho de estar 

imposibilitado el juez de aplicar la prescripci n de este tipo de delito, no loó  

imposibilita para aplicar la prescripci n gradual.ó

Conjuntamente con la aplicaci n de la atenuante anterior, en subsidioó  

de la absoluci n, solicita la concesi n de la atenuante del incumplimiento deó ó  
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rdenes militares, en raz n de lo prescrito en los art culos 211 en relaci n aló ó í ó  

art culo  214  del  C digo  de  Justicia  Militar.  En  su  caso,  basta  laí ó  

comprobaci n  de  la  orden  y  de  la  jerarqu a  para  hacer  aplicable  estaó í  

atenuante  al  caso  concreto,  quien  era  una simple  menor  de  edad,  civil 

contratada quien no pod a contradecir a sus superiores.í

Por ltimo pide se enmiende el error del tribunal que no acoge la atenuanteú  

del art culo 11 N 6 del C digo Penal y se le otorgue beneficios.í ° ó

D CIMO NOVENO:É  Que esta Corte comparte la decisi n de laó  

sentencia  al  rechazar  la  prescripci n  de  la  acci n  penal  porque  no  esó ó  

procedente para este tipo de delitos,  en cuanto fueron estimados cr menesí  

de lesa humanidad, tal como se rese a en elñ  considerando 254  del fallo°  

...al tratarse de delitos de secuestro calificado, que tienen la caracter stica“ í  

de ser delitos  de Lesa Humanidad,  y por expresa disposici n normativaó  

tiene el car cter imprescriptible, no hay plazo alguno que contabilizar  á ” y 

como se ha razonado circunstanciadamente en el Motivo D cimo de estaé  

sentencia de alzada. Debiendo, en consecuencia, ser rechazada la apelaci nó  

igualmente en este aspecto, sin perjuicio de lo que se dir  respecto de laá  

atenuante del art culo 11 N 6 del C digo Penal.í ° ó

i i ) En  cuanto  a  la  apelaci n  del  querel lante  part icular  deó  

fojas 18.384:

VIG SIMO:É  Que  el  querellante  particular  de  acuerdo  con  la 

calificaci n jur dica de los hechos, dirige su impugnaci n contra algunas deó í ó  

las evaluaciones de participaci n.ó

En efecto, apela en primer lugar respecto de la v ctima í Ricardo  Weibel  

Navarrete ,  atacando  la  calificaci n  jur dica  de  la  intervenci n  deó í ó  

Alejandro Jorge Forero lvarez por el delito de secuestro calificado, ya queÁ  

considera que debi  ser condenado como co-autor de conformidad con eló  
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art culo 15 N 3 y no como c mplice y por lo mismo sancionado con unaí ° ó  

pena privativa de libertad, accesorias respectivas y costas.

Del  mismo  modo  apela  en  relaci n  con  la  v ctima  ó í Juan  René 

Orellana  Catal ná  en  cuanto  se  absuelve  a  Viviana  Lucinda  Ugarte 

Sandoval, Ernesto Arturo Lobos G lvez, Andr s Pablo Potin Lailhacar, Juaná é  

Luis Fernando L pez L pez, Robinson Alfonso Suazo Jaque, Pedro Ernestoó ó  

Caama o Medina, Pedro Juan Zambrano Uribe, Jos  Evaristo Rojas Alruiz,ñ é  

Francisco Segundo Illanes Miranda, Emilio Mah as del R o y Jos  Armandoí í é  

Alvarado  Alvarado  como  autores  de  homicidio  calificado.  No  est  deá  

acuerdo  y  pide  revocar  lo  concerniente  a  la  calificaci n  jur dica  de  laó í  

intervenci n de ó Lenin Figueroa S nchezá  como c mplice y que debi  haberó ó  

sido  condenado  como  autor  de  homicidio  calificado.  Ni  comparte  la 

calificaci n jur dica de las intervenciones de Arturo Lobos G lvez,  Arturoó í á  

Lobos  G lvez,  Pedro  Ernesto  Caama o  Medina,  Pedro  Juan  Zambranoá ñ  

Uribe y Jos  Armando Alvarado Alvarado  como c mplices y que debieroné ó  

haber sido condenados como autor de secuestro simple. As  como tambi ní é  

apela por la calificaci n jur dica de la intervenci n de Miguel Arturo Estayó í ó  

Reyno, Sergio Daniel Valenzuela Morales y Juan Atilio Aravena Hurtuvia 

como encubridores y que debi  haber sido condenado como co-autores deó  

homicidio calificado. Todo, con costas.

En relaci n con la v ctima ó í Luis Desiderio Moraga Cruz  ataca la 

calificaci n jur dica de la intervenci n de Alejandro Jorge Forero lvarez enó í ó Á  

el  delito  de  secuestro  calificado  y  debi  ser  condenado  como  co-autor,ó  

art culo 15 N 3.í °

Por la v ctima  í Ignacio  Orlando  Gonz lez  Espinozaá : ataca la 

absoluci n de la intervenci n de Alejandro Jorge Forero lvarez en el delitoó ó Á  

de secuestro calificado y debi  ser condenado como co-autor, art culo 15ó í  

N 3.  Y  tambi n  ataca  la  calificaci n  jur dica  del  mencionado  Forero° é ó í  
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lvarez en el delito de secuestro simple ya que debi  ser condenado comoÁ ó  

autor 15 N 3.°

En cuanto a la v ctima  í Luis  Emil io  Gerardo  Maturana  Gonz lezá : 

ataca la calificaci n jur dica de la intervenci n de Robinson Alfonso Suazoó í ó  

Jaque,  Pedro  Ernesto  Caama o  Medina,  Pedro  Juan  Zambrano  Uribe,ñ  

Ernesto Arturo Lobos G lvez  y Jos  Armando Alvarado Alvarado comoá é  

c mplices de secuestro calificado, que debieron ser condenados como co-ó

autores, 15 N 3.°

VIG SIMO PRIMERO:É  Que todas estas peticiones se sustentan 

en un argumento general y otros espec ficos. í

El primero ya que estima que ha existido en las participaciones de todos 

ellos, colaboraci n. Y en ese sentido siguiendo al profesor Cury aduce queó  

...son  coautores  quienes  se  han  dividido  la  realizaci n  del  hecho,  en“ ó  

t rminos  tales  que  disponen  del  condominio  del  hecho,  sobre  cuyaé  

consumaci n deciden en conjunto, porque su contribuci n es funcional a laó ó  

ejecuci n totaló ”,  lo que ha ocurrido en estos casos en que adem s debeá  

agregarse  la  prestaci n  de una contribuci n  que haga funcionar  el  planó ó  

conjunto. De lo que sigue que ha existido una manifestaci n del dominioó  

mediato  del  hecho,  cual  es,  el  dominio  de  la  voluntad  en  virtud  de 

maquinarias o estructuras de poder organizadas.

Y  lo  segundo  en  tanto  citando  los  considerandos  atingentes  a  cada 

sentenciado refiere que dan cuenta de su colaboraci n y en tal direcci n suó ó  

car cter de autor.á

VIG SIMO  SEGUNDO:  É Que es  pertinente  hacerse  cargo  en 

este punto, lo que tambi n se al  el Fiscal Judicial se or Norambuena sobreé ñ ó ñ  

la autor a, quien sostuvo que todos los acusados tiene la calidad de autoresí  

mediatos porque, atendido los hechos asentados, se est  en presencia de uná  

caso de  mega  criminalidad  en  que existi  intervenci n  y  planificaci n“ ” ó ó ó  
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para cometer delitos de lesa humanidad, por aparatos de poder en que el 

dominio del hecho se encontraba centrado en el dominio de la voluntad de 

esa estructura organizada en coordinaci n y bajo un plan com n, lo que seó ú  

declara en los considerandos 11  y 125 . Todos los procesados cooperaron° °  

eficazmente  con  la  organizaci n  criminal  en  la  fase  ejecutiva  del  planó  

com n,  siendo  el  dominio  del  hecho  funcional  para  que  los  delitos  seú  

consumaran. Ninguno de ellos pod a ejecutar nada solo, ninguna acci n queí ó  

no se conformara con el  plan decidido previamente por la  organizaci nó  

criminal. Teniendo cada uno de ellos pleno conocimiento de las diferentes“  

acciones que se realizaban para cumplir el plan de exterminio que hab aí  

sido previamente decidido, desde la m s alta autoridad de gobierno de factoá  

de la  poca,  siendo este su objetivo, no estableciendo la sentencia otrasé  

finalidades,  como la  seguridad  o  el  mero  orden  p blico.ú ” Naturalmente 

-reflexiona- cada uno ha cumplido un rol organizados bajo una direcci nó  

jerarquizada y militarizada. Por ello es de opini n de condenar a todos losó  

acusados y acusada como coautores a la pena nica de 20 a os de presidioú ñ  

mayor en su grado m ximo para cada uno/a.á

VIG SIMO  TERCERO:  É Que  es  necesario  en  este  aspecto 

indicar que de la alusi n a quienesó  se asocien u organicen, no se deriva sin 

m s de la mera realizaci n de il citos en un contexto general de actividadá ó í  

criminal, especialmente si se tiene en cuenta que en este caso que aparecen 

roles  circunstanciales  cuya  delimitaci n  resulta  dif cil  de  definir  sinoó í  

nicamente conforme a las categor as que disponen los art culos 15, 16 y 17ú í í  

del  C digo  Penal  a  riesgo  de  extender  m s  all  de  lo  aceptable  laó á á  

participaci n. La aquiescencia de una relaci n entre medios y fines para laó ó  

obtenci n  de  un  objetivo  delictual,  no  importa  para  todos  por  igual  laó  

constituci n de una organizaci n propiamente tal. ó ó
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VIG SIMO  CUARTOÉ :  Que as  las  cosas,  no se dar  lugar  aí á  

estas  solicitudes  porque  de  los  antecedentes  efectivamente  fluye  que  la 

participaci n  de  todos  ellos  ha  sido  correctamente  encuadrada  en  lasó  

hip tesis  legales,  con  las  distinciones  que  caso  a  caso  y  prolijamente  eló  

sentenciador  ha  constatado;  y  lo  propio  ocurre  con  las  decisiones  de 

absoluci n. Encontr ndose as , ajustado al m rito del proceso lo decididoó á í é  

por el Ministro en Visita Extraordinaria, ser  confirmado el fallo en esteá  

aspecto.  Sin  perjuicio  de  los  que  se  dir  sobre  los  encausados  que  haná  

fallecido.

VIG SIMO  QUINTO:É  Que  se  apela  por  esta  misma  parte 

querellante contra lo decidido en el fallo en cuanto desestima la agravante 

del art culo 12 N 8 del C digo Penal respecto de todos los acusados. Normaí ° ó  

que establece a la letra  Son circunstancias agravantes: 8. Prevalerse del“  

car cter p blico que tenga el culpable .á ú ”

VIG SIMO  SEXTO:É  Que en este ac pite solo se dir  para suá á  

rechazo que se concuerda con lo indicado por sentenciador y el se or Fiscalñ  

en torno a tener por constatado que si bien muchos de los condenados se 

prevalecieron de su calidad de agentes del estado y de su car cter p blico,á ú  

lo cierto es que ello forma parte del contexto que caracteriz  estos delitos deó  

lesa humanidad no pudiendo servir para agravar m s aun la responsabilidadá  

penal. 

VIG SIMO  S PTIMO:É É  Que  en  ltimo  t rmino  se  denunciaú é  

errores  jur dicos  en la  determinaci n  í ó quantum penas  corporales,  pero al 

estar sustentados en su tesis de acerca de la participaci n y concurrencia deó  

agravante ya examinadas, ser  deso da.á í

i i i ) Sobre la apelaci n escri ta de fojas 18.245:ó

VIG SIMO  OCTAVO:  É Que  la  defensa  de  Jos  Hernandoé  

Alvarado  Alvarado  apela  por  escrito  a  fojas  18.245  reiterando  el 
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planteamiento sostenido en el proceso, en que adujo que no pertenec a alí  

llamado  Comando  Conjunto  y  que  era  un  Carabinero  sin  mando  ni 

capacidad  de  decisi n  que  no  particip  en  la  comisi n  de  los  delitosó ó ó  

investigados. Y que no debe darse credibilidad a Miguel Estay Reyno. Del 

mismo modo pide se tenga en cuenta su irreprochable conducta anterior y 

se rebaje la pena, otorg ndosele beneficios de la ley 18.216.-. á

VIG SIMO  NOVENO:É  Que en  lo  espec fico,  la  sentencia  ení  

alzada  en  el  Considerando  99  rese a  al  respecto  11  declaraciones° ñ  

circunstanciadas, todas las cuales lo sit an como chofer y participante deú  

seguimientos y detenciones y operativos de ejecuci n. Suficientes para teneró  

por establecida su participaci n siendo en consecuencia acreedor de la penaó  

que se le ha impuesto por lo que se desechar  su apelaci n. Sin perjuicio deá ó  

lo que se dir  a prop sito de la atenuante que invoca del art culo 1 N 6 delá ó í °  

C digo Penal.ó

iv ) En  cuanto  a  las  dem s  apelac iones  de  losá  

condenados:

TRIG SIMO:É  Que  apelan  verbalmente  los  sentenciados  Mu ozñ  

Gamboa,  Guimpert  Corval n,  Corbal n  Castilla,  Osses  Novoa,  Saavedraá á  

Loyola,  D az L pez, Flores  Cisterna,  L pez L pez,  Gonz lez Fern ndez,í ó ó ó á á  

Zambrano  Uribe,  Caama o  Medina,  Forero  lvarez,  Mahias  del  R o,ñ Á í  

Valenzuela Morales, Ser n C rdenas, Trujillo Miranda, Rojas Alruiz, Suazoó á  

Jaque, S ez Mardones, Rodrigo Villarreal y Potin Lailhacar.á

Y tambi n  apelan  pero  por  escrito  aunque  sin  fundamentos  espec ficos,é í  

salvo que la sentencia les causa agravio, los condenados: Lenin Figueroa 

S nchez a fojas 18.191 y Francisco Illanes Miranda a fojas 18.236.á

TRIG SIMO PRIMERO:É  Que en todos estos casos, ajust ndoseá  

las condenas al m rito de la investigaci n, en el contexto de cr menes deé ó í  

lesa  humanidad,  encontr ndose  acreditado  fehacientemente  los  hechosá  
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punibles y la participaci n en las calidades que para cada uno se concluyen,ó  

fuerza es rechazar tambi n estas apelaciones,  salvo en lo concerniente alé  

reconocimiento de la atenuante de irreprochable conducta anterior, seg n seú  

dir  a continuaci n.á ó

TRIG SIMO  SEGUNDO:É  Que todos los  sentenciados  aducen 

en su favor que les beneficia la atenuante del art culo 11 N 6 el C digoí ° ó  

Penal relativa a sus irreprochables conductas anteriores por cuanto el fallo 

sustenta su improcedencia en que la falta de anotaciones en sus extractos de 

filiaci n y antecedentes con anterioridad a la poca en que se cometieronó é  

los  delitos  por  los  cuales  se  les  condena,  ser a  insuficiente  al  no  estarí  

acompa ada de otros antecedentes que permitan establecer que ha tenidoñ  

una conducta intachable  en los  dem s aspectos  de su vida,  es  decir,  ená  

palabras  del  juez  a  quo  ...referida  a  todos  los  mbitos  del  desempe o“ á ñ  

humano, como entre otros, al profesional, social, laboral, familia, etc. sobre  

los cuales no hay antecedentes en la causa”.

TRIG SIMO  TERCERO:É  Que no parece posible, a riesgo de 

exigencias de ndole moral o tico, extenderse m s all  de lo social que esí é á á  

en  definitiva  lo  que  importa  para  la  convivencia  y  cuya  demostraci nó  

implica el respeto al l mite m nimo o requisito negativo esencial de que el oí í  

la  sentenciada  no  haya  sido  condenado/a  por  sentencia  firme  con 

anterioridad a la  comisi n  del  delito  en relaci n  a cuya responsabilidadó ó  

penal  resultante se invoca la atenuante,  para lo cual basta como m ritoé  

probatorio  el  extracto de filiaci n  y antecedentes  carente de anotacionesó  

anteriores emanadas de condena firme1.  Por lo que ha de modificarse el 

fallo en la parte que rechaza el reconocimiento de la atenuante en examen. 

TRIG SIMO  CUARTO:  É Que  asunto  diverso  es  tener  esta 

atenuante como muy calificada, la que no obstante haber sido solicitada de 
1 Kunsemüller, Carlos (2019) “Las circunstancias atenuantes de la responsabilidad penal en el  
código chileno” (Valencia, tirant lo Blanch) 
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este modo por algunos de los apelantes, petici n que no ser  atendida yaó á  

que no existen antecedentes para ello, como ser a por ejemplo servicios a laí  

patria o a la sociedad y porque de acuerdo a lo establecido en el art culo 68í  

bis del C digo Penal, la apreciaci n que de ella se efect a debe hallarse enó ó ú  

equilibrio  con  la  especial  gravitaci n  de  los  hechos  de  los  cuales  losó  

sentenciados  fueron  protagonistas  en  la  afectaci n  de  la  convivenciaó  

nacional. De lo que se sigue que su reconocimiento no afectar  el quantumá  

de las penas que se encuentra ya fijada en el tramo m s bajo.á

v) En cuanto a la Consulta:

TRIG SIMO  QUINTO:É  Que  se  eleva  en  consulta  por  los 

sobreseimientos  parciales  y  definitivos  de  los  acusados  C sar  Palmaé  

Ram rez, Freddy Ruiz Bunger y Humberto Villegas, los cuales atendidos losí  

certificados  de  defunci n  que  constan  en  autos,  deber  ser  aprobadoó á  

atendido lo dispuesto en el art culo 408 N 5 del C digo de Procedimientoí ° ó  

Penal en relaci n con el art culo 93 N 1 del C digo Penal. ó í ° ó

vi ) Sobreseimientos:  

TRIG SIMO  SEXTO:É  Que atendido adem s lo dispuesto en elá  

art culo  501  del  C digo  de  Procedimiento  Penal,  se  sobreseer  en  estaí ó á  

instancia a los encausados/condenados V ctor Iv n Z iga Z iga, Antonioí á úñ úñ  

Benedicto Quiros Reyes, Miguel Arturo Estay Reyno y Eduardo Enrique 

Cartagena Maldonado y, por haber acontecido su fallecimiento el 22 de 

abril de 2020, 23 de marzo de 2021, 4 de agosto de 2021 y 15 de octubre 

de 2021, respectivamente y constar tal circunstancia en autos. 

III . -  SOBRE LA APELACI N DEL FISCOÓ

TRIG SIMO S PTIMO:  É É Que fojas 18.398 apela el Consejo de 

Defensa del Estado, por el Fisco de Chile, contra el fallo en examen en su 

aspecto civil, por haberse rechazado la excepci n de cosa juzgada y haberó  
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acogido las  demandas  civiles,  condenado a su parte al  pago de diversas 

sumas de dinero, m s reajustes e intereses, con costas.á

Pide, se la revoque, se acoja la excepci n de cosas juzgada y se rechacen lasó  

demandas en todas sus partes.

En subsidio, se rebaje las sumas por indemnizaciones por da o moral y señ  

modifique el  c mputo del  plazo para el  c lculo  de reajustes  e intereses,ó á  

eximiendo a su parte del pago de las costas.

TRIG SIMO OCTAVO:É  Que como primer asunto y en relaci nó  

con  la  demanda  presentada  por  Ricardo  Manuel  Weibel  Avenda o  yñ  

Catalina del Carmen Avenda o Leal,  hijo y c nyuge respectivamente deñ ó  

Ricardo Manuel Weibel Navarrete, el Consejo de Defensa del Estado, opuso 

excepci n de cosas juzgada, la cual fue rechazada por el Ministro en Visitaó  

Extraordinaria por falta de prueba.

TRIG SIMO NOVENO:É  Que en segunda instancia conforme a 

los derechos que le asisten en segunda instancia, la demandada acompañó 

sentencia  firme  y  ejecutoriada  de  la  causa  Rol  2561-2000,  caratulada 

Weibel con Fisco , seguida ante el 24  Juzgado Civil de Santiago, de la“ ” °  

que se extrae lo siguiente:

a) el a o 2000 se demand  por Susana Agueda Weibel Avenda o,ñ ó ñ  

Cristi n Yuri Weibel Avenda o y Catalina del Carmen Avenda o Leal, hija,á ñ ñ  

hijo y c nyuge de Ricardo Manuel  Weibel  Navarrete  al  Fisco de Chileó  

pidiendo  $1.000.000.000.-  como  indemnizaci n  de  perjuicios  por  da oó ñ  

moral  por  la  desaparici n  en  1975  de  su  familiar  cuyos  restos  fueronó  

encontrados en 1996.

b) la  sentencia  de  primera  instancia  acogi  la  excepci n  deó ó  

prescripci n  conforma  al  art culo  2497  del  C digo  Civil  y  rechaz  laó í ó ó  

demanda sin analizar el fondo del asunto.  
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c) en segunda instancia, el a o 2007, se revoc  dicha decisi n y señ ó ó  

acogi  la demanda, al tratarse de cr menes de lesa humanidad, otorg ndoleó í á  

a los demandantes la suma nica y total de $100.000.000.-ú

d) finalmente en fallo de casaci n en el fondo deducido por la parteó  

demandada en abril de 2009, la Excma. Corte Suprema declar  nula dichaó  

ltima sentencia y dict  sentencia de reemplazo que confirm  la de primerú ó ó  

grado.

CUADRAG SIMO:É  Que  la  cosa  juzgada  es el  efecto  que 

producen las sentencias definitivas o interlocutorias firmes o ejecutoriadas, 

en virtud de las cuales no se puede volver a discutir entre las partes aquella 

cuesti n que ha sido objeto del juicio. Se ha sostenido que tal excepci nó ó  

tiene lugar cuando concurren dos litigios entre las mismas partes, seguidos 

ante el  mismo o diverso tribunal,  siempre que versen sobre igual  objeto 

pedido y con demandas basadas en la misma causa de pedir, de donde se 

concluye que para su configuraci n es necesaria la misma triple identidadó  

requerida para la cosa juzgada, con la salvedad que el juicio que da origen 

a la excepci n en menci n debe estar pendiente, puesto que de lo contrarioó ó  

proceder a la cosa juzgada, teniendo ambas como objetivo principal impedirí  

la dictaci n de fallos contradictorios.ó

CUADRAG SIMO  PRIMERO:É  Que conviene dejar despejado 

de inmediato que, conforme al tenor literal de las sentencias del Rol 2561-

2000, el actor Ricardo Manuel Weibel Avenda o, no fue demandante en lañ  

causa seguida ante el 24  Juzgado Civil de esta ciudad de lo que sigue que°  

no ha existido antes ning n pronunciamiento similar que le afecte, raz nú ó  

por la cual, la excepci n de cosa juzgada debe ser rechazada a su respecto.ó

CUADRAG SIMO  SEGUNDO:É  Que en lo que toca a do añ  

Catalina del Carmen Avenda o Leal, que s  aparece como demandante enñ í  

aquella otra causa, es necesario dejar establecido que el delito de secuestro 
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calificado  que  afect  a  su  c nyuge  haó ó  sido  determinado  como  de  lesa 

humanidad por la sentencia de primera instancia, calificaci n compartidaó  

por  esta  Corte,  lo  que  tiene como consecuencia  que dicha  demandante 

tenga tambi n la calidad de v ctima, conforme al derecho internacional deé í  

los derechos humanos. De all  que le corresponda al Estado de Chile, luegoí  

de  investigar  los  hechos  y  sancionar  a  los  responsables,  reparar  a  las 

v ctimas, sean directas o indirectas, con garant a de no repetici n.í í ó

CUADRAG SIMO  TERCERO:  É Que  en  tal  direcci n,  laó  

reparaci n  ha  sido  entendida  por  la  Corte  Interamericana  de  Derechosó  

Humanos,  en  el  contexto  de  la  Convenci n  Americana  como  ó La“  

reparaci n  del  da o  ocasionado  por  la  infracci n  de  una  obligaci nó ñ ó ó  

internacional  requiere,  siempre  que  sea  posible,  la  plena  restituci nó  

(restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situaci nó  

anterior. De no ser esto posible, como en el presente caso, cabe al tribunal  

internacional determinar una serie de medidas para, adem s de garantizará  

los  derechos  conculcados,  reparar  las  consecuencias  que  las  infracciones  

produjeron,  as  como  establecer  el  pago  de  una  indemnizaci n  comoí ó  

compensaci n por los da os ocasionadosó ñ  ” 2

CUADRAG SIMO  CUARTO:  É Qu  acoger  la  excepci n  deé ó  

cosa  juzgada  contrar a  las  normas  de  derecho  internacional  que se  haní  

referido y que corresponde incorporar a nuestro derecho interno en virtud 

de lo dispuesto por el inciso 2  del art culo 5  de la Constituci n Pol tica de° í ° ó í  

la Rep blica, incorporada para efectos, entre otros de reparaci n. Por loú ó  

que atendido que la Corte Interamericana ha se alado que el art culo 63.1ñ í  

de la Convenci n Americana, que dispone que la Corte debe ordenar unaó  

justa indemnizaci n a la parte lesionada, refleja una norma consuetudinariaó  

que  constituye  uno  de  los  principios  fundamentales  del  Derecho 

2 Trujillo vs. Bolivia (Sentencia 26 de enero de 2000)
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Internacional  contempor neo  sobre  la  responsabilidad  de  los  estados  ená  

orden a la debida reparaci n a las v ctimas, la excepci n en comento seró í ó á 

rechazada tambi n respecto Catalina del Carmen Avenda o Leal.é ñ

CUADRAG SIMO  É QUINTO: Que  adem s  los  familiares  deá  

todas v ctimas de autos, demandaron civilmente el pago de indemnizacionesí  

de perjuicios por el da o moral sufrido por la p rdida de sus seres queridosñ é  

en  manos  de  agentes  del  Estado,  las  cuales  fueron  acogidas  por  el 

sentenciador desechando las excepciones de pago y prescripci n, de lo cualó  

la parte demandada civil tambi n apela. é

CUADRAG SIMO  É SEXTO: Que,  sin  embargo,  los 

fundamentos  del  recurso  en  este  ac pite  no  ofrecen  nada  que  logreá  

desvirtuar lo que se tuvo en cuenta para acoger las demandas, ya sea en 

cuanto a desechar las excepciones de prescripci n y pago, como manteneró  

los montos otorgados, por lo que el recurso ser  desechado tambi n en esteá é  

aspecto. 

CUADRAG SIMO SEÉ PTIMO: Que en lo pertinente a la pocaé  

a partir de la cual deben computarse los reajustes y los intereses tambi né  

apelado por el Fisco, cabe se alar que en tanto se trata del resarcimientoñ  

del da o extrapatrimonial de origen extracontractual, los primeros han deñ  

contabilizarse  desde  que  existe  certeza  inamovible  de  la  efectividad  del 

hecho de que emana la obligaci n de indemnizar y que corresponde a laó  

fecha en que el fallo queda ejecutoriado; y en el caso de los intereses, como 

stos  constituyen perjuicios  por la  mora se deben precisamente desde elé  

momento en que al deudor se le constituye en tal situaci n y que para eló  

caso presente corresponde a la  hip tesis  del  N  3 del  art culo  1551 deló ° í  

C digo Civil. Por lo que se modificar  en esta parte lo que viene decidido.ó á
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CUADRAG SIMO  OCTAVO:É  Que nada se dir  respecto delá  

pago  de  costas  que  tambi n  se  apela  por  cuanto  el  Fisco  no  ha  sidoé  

condenado a su pago. 

En consecuencia y visto lo dispuesto en los art culos 510 y siguientesí  

del C digo de Procedimiento Penal, ó se resuelve:

I. -   Que se rechaza el recurso de casaci n en la forma.ó

II. -  Que se  confirma la sentencia de siete de octubre de dos mil 

diecinueve con las siguientes declaraciones:

i) se  reconoce  a  los  sentenciados  la  atenuante  de  irreprochable 

conducta anterior.

ii) los reajustes e intereses se contar n desde que la sentencia quedeá  

firme y ejecutoriada.

III .-  Que  estos  autos  se  aprueban los  sobreseimientos  de  los 

condenados  C sar  Palma  Ram rez,  Freddy  Ruiz  Bunger  y  Humbertoé í  

Villegas y se  sobresee los autos respecto de los encausados V ctor Iv ní á  

Z iga  Z iga,  Antonio  Benedicto  Quiros  Reyes,  Miguel  Arturo  Estayúñ úñ  

Reyno y Eduardo Enrique Cartagena Maldonado.

Redactada por la ministra (S) se ora Lidia Poza Matus.ñ

Reg strese y devu lvase en su oportunidad con todos tomos.í é

Rol N Penal 1.237-2020.-°

No obstante, haber concurrido a la vista de la causa y al acuerdo, no 

firma el ministro se or Carre o, por ausencia.ñ ñ Y
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Pronunciado por la Quinta Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago integrada por los Ministros (as) Suplentes

Lidia Poza M., Ricardo Antonio Soto M. Santiago, ocho de abril de dos mil veintidós.

En Santiago, a ocho de abril de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 02 de abril de 2022, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
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